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La realidad político electoral, lamentablemente, tiene como foco de atención 
las mentiras, olvidos y omisiones de ciertos candidatos a la hora de consignar 
datos relevantes de su hoja de vida en las inscripciones electorales. Es el caso, 
el que más luces acapara, del candidato por el partido político “Solidaridad Na-
cional” Luis Castañeda, quien consignó ser titulado en Derecho por la PUCP, 
cuando en realidad dicha universidad solo le otorgó el grado académico de 
Bachiller y fue la Universidad San Martín de Porres quien lo habilitó como 
abogado a nombre de la Nación. El partido político del color amarillo cegador 
califica el suceso como un error o confusión debido a que el sistema de registro 
no especifica o distingue entre el lugar donde se cursaron los estudios y la ins-
titución que finalmente emitió la documentación pertinente, que en este caso 
se trata del Título Profesional de Abogado. Lo mismo ocurrió con el candidato 
Carlos Burgos, quien fue tachado por haber declarado falsamente respecto del 
año en que culminó sus estudios secundarios. Además, el postulante a la al-
caldía de Casa Grande – Pacasmayo fue separado del proceso electoral por el 
Jurado Nacional de Elecciones por declarar bajo juramento que era titulado en 
ingeniería de sistemas por la Universidad Privada del Norte, cuando dicha ins-
titución negó tal afirmación. Sin embargo, nuestros candidatos no solo mienten 
u omiten respecto de sus estudios realizados, existen otros que no declararon 
en sus hojas de vida las sentencias que tenían vigentes, es el caso de algunos 
postulantes a gobiernos locales de Sullana y Talara.

Cuando la Constitución dispone en su art. 176 que “El sistema electoral tiene 
por finalidad asegurar que las votaciones traduzcan la expresión auténtica, libre 
y espontánea de los ciudadanos… (…)” se sitúa en un escenario de condicio-
nes y exigencias mínimas que los postulantes a autoridades públicas deben de 
cumplir, al margen de cuestiones o criterios de idoneidad electoral subjetivos, 
como por ejemplo, lazos familiares o simpatías personales entre el electorado 
y el candidato. Y una de estas cuestiones mínimas de exigencia tiene que ver 
con la veracidad de la información consignada en la hoja de vida del candidato.

La razón que avala la legalidad y legitimidad de excluir la candidatura de un 
ciudadano basando la sanción en la consignación de información falsa tiene 
que ver con los principios y valores constitucionales que definen el proceso 
electoral de una sociedad. Es decir, el voto informado presupone la veracidad 
de la información, pues así se garantiza la correspondencia entre la voluntad 
del elector y la realidad de la oferta electoral del candidato, que obviamente 
incluye su perfil profesional. Por tanto, la veracidad de la información con-
signada es pieza fundamental para la formación de la opinión electoral de los 
votantes, con lo cual, cuando un candidato trasgrede este deber de honestidad 

Mentiras, omisiones u olvidos en 
la carrera por un puesto público
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compromete seriamente el ejercicio democrático de control y elección de au-
toridades al que todo ciudadano tiene derecho, y por supuesto la obligación. El 
fundamento de sanción que aquí se comenta ha sido expuesto de forma clara 
y precisa en la Resolución N° 968-2014-JNE, de fecha 30 de julio de 2014, co-
rrespondiente al caso del Sr. Carlos Burgos, ex alcalde del Distrito de San Juan 
de Lurigancho.

De otro lado, nos existe ningún inconveniente ni significa violación alguna al 
principio del non bis in ídem el hecho de que un candidato sea sancionado 
por la vía administrativa y al mismo tiempo por la vía penal. Pues la primera 
sanción se correspondería con un objeto distinto de protección respecto de la 
sanción penal, e incluso estamos hablando de sanciones de distinta índole y 
sobre distintos derechos. Sin embargo, tanto para el ámbito penal como para 
el ámbito administrativo, tendremos que argumentar razonablemente que el 
candidato conocía los hechos y a pesar de ello decidió seguir adelante con el 
proceso de registro. Y así lo entiende el Jurado Electoral de Lima Centro cuan-
do menciona que “(…) no puede admitirse que no sea posible que el candidato 
no haya tenido conocimiento de la información consignada en su hoja de vida 
por el personero técnico, pues la misma se encuentra debidamente firmada de 
puño y letra y con la huella digital afirmando la veracidad de la información 
contenida en la misma”. (RES N° 014-2014-JEE-LIMACENTRO/JNE). 

En este sentido, nuestros postulantes deberían tener mucho cuidado cuando 
deciden consignar información falsa en sus hojas de vida o cuando permiten 
que otras personas lo hagan por ellos, pues un acto de esa naturaleza podría 
acarrear algún tipo de responsabilidad penal, como bien se menciona en el art. 
23 de la Ley N° 28094 “Ley de Partidos Políticos”. En específico, el delito del 
que podrían ser responsables algunos osados candidatos sería el de “Falsa de-
claración en procedimiento administrativo” regulado en el art. 411 del Código 
Penal. 

La simpatía electoral puede descansar en una serie de argumentos sólidos de 
propuestas de gestión (voto racional) o en la simple elección sin mayor infor-
mación del candidato y su plan de trabajo (voto emotivo), las reglas electorales 
permiten esta contradicción y por supuesto lo ideal es fomentar el voto objetivo 
e informado. Sin embargo, existen intereses electorales fundamentales para la 
vigencia de nuestro sistema político, uno de ellos es el deber de los candidatos 
de consignar información veraz en su hoja de vida, pues ello es presupuesto de 
legitimidad para su candidatura y posible victoria en los comicios de este 5 de 
octubre.

Erick Guimaray
Coordinador  del Área penal  

del IDEHPUCP
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Durante la década pasada se develó una serie de casos de corrupción política en las más altas esferas 
del poder. Estos casos de corrupción tuvieron efectos perjudiciales para el país, además de permitir la 
comisión de otros crímenes graves. Muchos funcionarios públicos importantes afrontaron procesos 
judiciales que culminaron con resoluciones condenatorias.

Algunos habrían pensado que luego de ese proceso los peruanos nos sensibilizamos y tomamos con-
ciencia de lo importante que es la lucha contra la corrupción para una sociedad igualitaria. Sin em-
bargo, la Encuesta Nacional sobre Percepciones de la Corrupción de Ipsos Perú (2013) muestra que 
el 78% de los peruanos tolera la corrupción. Además, esto se constata en etapas de elección donde 
candidatos con procesos de corrupción abiertos tienen un fuerte respaldo popular. En este sentido, 

Médico Psiquiatra del UNSM. Obtuvo el 
Postgrado en el Instituto de Psiquiatría de la 
Universidad de Londres. Psicoanalista de adultos, 
niños, y adolescentes del Instituto de la Sociedad 
Británica de Psicoanálisis. Miembro Fundador del 
Royal College of Psychiatrics de Inglaterra y de la 
Sociedad Peruana de Pscioanálisis. Autor del libro 
“Psicoanálisis de la corrupción”
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¿cómo podemos explicar que los peruanos tole-
ren la corrupción a pesar de haber afrontado una 
etapa de corrupción política que causó un grave 
perjuicio al país? 

No podemos hablar de “tolerancia”, pues esta tie-
ne connotaciones positivas creativas y restituti-
vas, más bien hablamos de una seudo tolerancia.

Creo que es importante darnos cuenta y saber que 
tenemos todos los seres humanos, no solamente 
los peruanos, potencialidades perversas que no 
significa que necesariamente las actuemos. La 
corrupción es una expresión multifactorial, lo 
que va a facilitar mucho su presencia son los ele-
mentos primigenios determinantes no solo los 
vinculados a la madre, al padre y a la relación pa-
rental corruptógenas, sino los factores familiares, 
grupales, educativos –no solo instructivos sino de 
formación afectiva y axiológica-, sociales, cultu-
rales y políticos nocivos que se agregan en forma 
acumulativa, exponiendo a estas personas o facili-
tando su corrupción. Los factores desencadenan-
tes y de mayor envergadura son cuando el poder 
político es corrupto. En cambio, factores emocio-
nales afectivos de una madre y un padre que quie-
ren a su hijo y tienen una buena estima personal 
y aprecio a su propio valor como personas, con 
una buena relación como pareja, aunque no ideal, 
van a facilitar un desarrollo psicológico sano y 
creativo. Por el contrario, padres que no quieren 
al bebe, o una madre que es abandonada por el 
padre, desamparada, agredida, con experiencias 
desafectivizadas, indiferentes y destructivas van a 
facilitar que su hijo desarrolle una personalidad 
predispuesta a la corrupción, a la perversión, et-
cétera, etcétera. La corrupción se puede presentar 
en cualquier momento de la vida. A veces en una 
corrupción aguda, momentánea, transitoria y que 
se trata de restituir, de reparar y de modificar, y 
otra, de estructura corrupta, psicopática, podría-
mos decir, casi inmodificable porque la persona 
vive un narcisismo exacerbado y un egoísmo per-

sonal malsano sin arrepentimiento ni remordi-
miento y con pérdida severa de los valores huma-
nos; se trata de sujetos annéticos y con un vacío 
interno lamentable.

Uno de los elementos primigenios y continuos es 
la identificación con lo corrupto y con personajes 
corruptos; en ciertos casos, felizmente, es posible 
que experiencias traumáticas, dolorosas, dañinas 
se puedan transformar en lo contrario por poten-
cialidades sanas, afectivas, creativas y de valores 
superiores.

Actualmente nos encontramos en una situación 
muy riesgosa y amenazante porque incluso hasta 
pobres que han venido viviendo una miseria in-
digna y una gran carencia, sin embargo se sienten 
atraídos o seducidos por candidatos corruptos, 
porque creen que ellos les van a facilitar la co-
rrupción también y porque esta puede ser benefi-
ciosa para ellos. 

Para mí, lo importante es la calidad de la persona, 
los principios y valores y el amor por sí mismo, 
por los otros, por su país y por la vida. 

Y coincido con usted en reconocer que en déca-
das pasadas, pero no solo, se han producido una 
serie de casos de corrupción. Hemos, lamentable-
mente, percibido corrupción en las familias, co-
legios, universidades, poder legislativo, judicial, 
ejecutivo, etcétera.

La corrupción, evidentemente es mundial. En es-
tos momentos estamos atravesando una situación 
de corrupción exacerbada, decadente que va ha-
cia a la  desafectivización y deshumanización.

El proceso penal es una herramienta útil de pre-
vención de la corrupción, no solo porque impide 
que los corruptos continúen en la esfera pública, 
sino porque además emite un mensaje simbólico 
importante a todos los ciudadanos. Sin embargo, 
los órganos jurisdiccionales están conformados 
por personas que están dentro de la gran mayoría 



de peruanos que se muestra tolerante frente a la 
corrupción. En este sentido, ¿Cómo repercute la 
tolerancia de la corrupción en la decisión de un 
juez que conoce un proceso penal contra un fun-
cionario público presuntamente corrupto? Ade-
más, ¿Existe una relación entre la tolerancia a la 
corrupción y la presencia de jueces y funcionarios 
públicos corruptos?

Los procesos penales también están amenazados 
por la corrupción y se han dado casos de haber 
caído en ella por factores de conveniencia, de di-
nero u otros seudo beneficios porque incluyen 
motivos no auténticos. Debido a que dentro de 
las potencialidades corruptas que existen en to-
dos, hay personas ávidas de caer en ella, preten-
didamente para beneficiarse, a diferencia de otros 
peruanos que no tienen precio y que mantienen 
por encima de todo sus principios y valores, con 
identidad, plenitud y compromiso.

Sobre la relación existente entre lo que llamo una 
seudo tolerancia a la corrupción y la presencia de 

jueces y funcionarios públicos corruptos, es visi-
ble, evidente y detectable, al mismo que tiempo 
que muchas veces esta corrupción está protegida. 

Finalmente, ¿Qué impacto puede tener la toleran-
cia de la corrupción de los adultos en el proceso 
de socialización y formación de los jóvenes y los 
niños peruanos? 

El impacto que puede tener la seudo tolerancia a 
la corrupción en el proceso de socialización y en 
la formación de los jóvenes y los niños peruanos 
es destructivo y amenazante a su propio desarro-
llo libre, responsable, creativo y de valores y prin-
cipios genuinos.

Nos encontramos, lamentable y tristemente, en 
una situación que el dinero que no tiene porqué 
necesariamente ser degenerativo y perverso, se ha 
convertido en el seudo valor más importante de 
la sociedad.
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¿Cómo afecta la corrupción 
a grupos vulnerables?

Se suele pensar que los actos de corrupción solo 
generan consecuencias dañinas para el patrimo-
nio del Estado o, en todo caso, para la estabilidad 
de sus instituciones o para la imagen de los fun-
cionarios públicos. Sin embargo, el impacto de la 
corrupción abarca muchos más campos y contex-
tos: cala en lo más profundo del tejido social y, a 
veces, hasta incluso puede cobrar vidas. 

El presente artículo tiene como objetivo poner 
sobre la mesa y ejemplificar una realidad para 
muchos invisible: la corrupción afecta de manera 
negativa y grave a grupos vulnerables e histórica-
mente oprimidos. 

I. Corrupción y derechos fundamentales

La corrupción puede generar afectaciones a dere-
chos fundamentales que pueden ser clasificadas 
en tres tipos[1]:

1 Consejo Internacional para el Estudio de los Dere-
chos Humanos (CIEDH). La Corrupción y los Derechos 
Humanos: Estableciendo el vínculo. Ginebra-Monterrey: 

a) Vulneraciones directas: Aquellas violaciones 
causadas cuando un acto corrupto es em-
pleado de manera deliberada como un medio 
para vulnerar un derecho. En aquellos casos 
en los que un funcionario alegue no haber 
causado el daño de manera deliberada, este 
será sometido a un test de diligencia por el 
cual se analizará si la violación del derecho 
gracias a su acto de corrupción le fue previsi-
ble al momento de actuar.

b) Vulneraciones indirectas: En este contexto 
la corrupción no se da con la finalidad de 
vulnerar un derecho, pero sí constituye una 
condición necesaria para que el derecho se 
vea lesionado. En la cadena de sucesos que de 
manera eventual llevan a la lesión del dere-
cho, la corrupción es solo uno de los factores 
importantes. 

c) Vulneraciones remotas: En estos casos la co-
rrupción no tiene un vínculo o nexo causal 
con la lesión del derecho fundamental. La 
corrupción es solo un factor entre muchos 

CIEDH-Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de 
Monterrey, 2009, pp. 32-33.

Por Yvana Novoa
Área Anticorrupción IDEHPUCP
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otros, sin ocupar un lugar preponderante 
entre estos. “Por ejemplo, cuando durante un 
proceso electoral reclamaciones de posible co-
rrupción ponen en tela de juicio la exactitud 
del resultado final, pueden surgir tensiones y 
protestas sociales que pueden ser reprimidas 
con violencia.”[2]  En este caso, la represión 
violenta de las reclamaciones puede causar 
lesiones en la integridad de los protestantes, 
de manera que la corrupción inicial que llevó 
a las personas a reclamar a las calles terminó 
desencadenando de manera remota las le-
siones a la integridad física o psíquica de los 
manifestantes. 

Como puede apreciarse, la corrupción impacta 
negativamente de distintas maneras en el goce de 
los derechos fundamentales y, por ende, también 
en el sistema democrático. A continuación ex-
pondremos cómo afecta los derechos de algunos 
grupos históricamente vulnerables y citaremos 
algunos ejemplos reales al respecto. 

II. Impacto en derechos de las mujeres

Existen manifestaciones de la corrupción que im-
pactan de manera desproporcionada o de forma 
particular en  las mujeres. Por ejemplo, mientras 
que un funcionario público solicita a un hombre 
una contraprestación monetaria indebida a cam-
bio de realizar u omitir un acto propio de su fun-
ción, a una mujer se le puede solicitar un favor 

2 CIEDH. Ibidem, p. 33.

sexual como contraprestación a cambio del mis-
mo “servicio”. 

Otra manera en que la corrupción afecta negati-
vamente en la vida y derechos de las mujeres se 
encuentra relacionada al lugar que ellas ocupan 
en el esquema doméstico-familiar. En América 
Latina muchas mujeres continúan ocupando el 
lugar de amas de casa encargadas de la crianza 
de los hijos y de los quehaceres del hogar. En este 
tipo de contexto, se puede entender que las muje-
res dependen de los servicios públicos prestados 
por el Estado, más que los hombres. Es decir, ne-
cesitan de sistemas de agua y desagüe para poder 
lavar y cocinar para la familia; necesitan de gas y 
luz para preparar los alimentos, etc. En este senti-
do, si la provisión de bienes y servicios de primera 
necesidad es encomendada a través de procedi-
mientos irregulares a empresas privadas que no 
cumplen con los requisitos necesarios para pres-
tar dichos servicios con la mejor calidad posible, 
las labores diarias que realizan aquellas mujeres 
se verá afectada directamente, pues la baja calidad 
de los servicios públicos prestados incidirá nega-
tiva y gravemente en el ejercicio de su derecho a 
un nivel de vida adecuado. 

Si a lo explicado se le añade el hecho de que mu-
chas mujeres en latinoamérica perciben un sala-
rio menor, en comparación con el de los hombres, 
por la realización del mismo trabajo, entonces 
podremos entender la existencia de situaciones 
en las que las mujeres se vean particularmente 
afectadas cuando se les exige un soborno a cam-
bio de recibir una prestación necesaria y urgen-
te de algún servicio público. Por ejemplo, si una 
mujer acude a un centro de salud pública para 
atender a su hijo recién nacido con síntomas de 
neumonía y en el centro de salud se le solicita una 
contraprestación monetaria indebida a cambio de 
la atención a su hijo, la mujer se verá doblemen-
te afectada debido a que tendrá que disponer del 
poco dinero que gana -debido a la desigualdad sa-
larial que sufre-  para pagar por un servicio públi-
co de salud que debiera ser gratuito y, así, poder 
salvar a su hijo de la muerte. Al respecto, se ha 
señalado lo siguiente: 
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“(…) las mujeres subordinadas en 
razón de género y de clase ofrecen 
una de las manos de obra más bara-
tas y explotables del mercado laboral 
mundial porque a la vez que capa-
cidad de trabajo, tienen caracterís-
ticas psicológicas y entrenamiento 
desde la autoridad, disciplina, pa-
ciencia para el trabajo tedioso (…). 
La imperiosa necesidad de cubrir 
gastos del hogar cuando los varones 
adultos y jóvenes no pueden hacerlo, 
refuerza estas características y cua-
lidades femeninas y permite aumen-
tar las tasas de explotación, la plus-
valía y la acumulación de capital.”[3] 

Otro ejemplo de afectación de derechos de las 
mujeres por causa de la corrupción es el delito de 
trata de personas, el cual es cometido en muchos 
casos gracias a actos de corrupción -en fronteras 
por ejemplo- que permiten el tráfico de personas 
sin controles por parte de la autoridad.  

Es pertinente en este acápite tomar como ejem-
plo de afectaciones indirectas de la corrupción 
a los derechos de las mujeres al caso de Campo 

3 DE BARBIERI, Teresita. “Sobre la categoría género. 
Una introducción teórico metodológica”. En Debates en 
Sociología. N° 18, Departamento de Ciencias Sociales, 
Pontificia Universidad Católica del Perú, 1993, p. 13.

Algodonero vs. México[4] por el cual la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos encontró res-
ponsable internacionalmente al Estado mexicano 
por la violación de los derechos a la vida, integri-
dad personal y libertad personal contemplados en 
la Convención Americana de Derechos Humanos 
en relación a su obligación general de garantía y 
el marco de las desapariciones y asesinatos de jó-
venes mujeres en ciudad Juárez. 

En este caso, el Estado mexicano fue demanda-
do ante la Corte Interamericana por su supues-
ta responsabilidad por la desaparición y ulterior 
muerte de jóvenes mujeres cuyos cuerpos fueron 
encontrados en un campo algodonero de Ciudad 
Juárez en noviembre de 2001. En este sentido se 
demandaba al Estado por ser responsable por la 
falta de medidas de protección a las víctimas; por 
la falta de prevención de dichos crímenes pese al 
pleno conocimiento de la existencia de un patrón 
de violencia de género que había dejado como 
resultado a centenares de mujeres y niñas asesi-
nadas; por la falta de debida diligencia en la in-
vestigación de los asesinatos y por la denegación 
de justicia y la falta de reparación adecuada a los 
familiares. 

4 Caso Campo Algodonero vs. México. Sentencia de 16 
de noviembre de 2009, emitida por la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos (Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas).
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El caso Campo Algodonero nos muestra un con-
texto real y crudo de violencia de género y discri-
minación contra las mujeres. Esta discriminación 
no solo se ciñe a las desapariciones y homicidios 
donde las víctimas son solo mujeres y de condi-
ción humilde, sino que también es replicada des-
de los distintos niveles de actores que luego se ven 
involucrados en el caso a partir del conocimiento 
de la denuncia por desaparición de las jóvenes. Es 
en este marco que se puede relacionar muchos de 
los hechos y factores convergentes en el caso con 
la posibilidad de la existencia de corrupción.

Las desapariciones de Campo Algodonero res-
ponden, como se señala en la sentencia, a una 
cultura de discriminación a la mujer debida, entre 
otros factores, al cambio de roles familiares por 
la preferencia que se les dio a las mujeres en la 
contratación para plazas laborales. Esto reafirma 
lo indicado por Ekeanyanwu cuando señala que 
“hay manifestaciones específicas de la corrupción 
que llevan “cara y toga de mujer”, y que están car-
gadas de perjuicios contra las mujeres. Ejemplos de 
ello son temas como la trata de personas, el acoso 
sexual (…).”[5] 

Consideramos que hubiera sido importante que 
la Corte Interamericana se pronuncie en concre-
to sobre la falta de acciones preventivas concretas 
del Estado en tanto este tenía conocimiento de 
que en Ciudad Juárez se llevaban a cabo activi-
dades ilícitas como tráfico de drogas, tráfico de 
armas y lavado de activos. Si el Estado hubiera 
puesto atención a este contexto de delincuencia e 
inseguridad, probablemente se hubieran podido 
evitar muchas desapariciones, entre otros tantos 
delitos que seguramente se llevaron a cabo en 
Ciudad Juárez. Además, es importante reconocer 
que en una ciudad tomada por el narcotráfico, 
el lavado de activos y el tráfico de armas, resul-
ta muy probable que también se den delitos de 
corrupción que coadyuven a mantener en la im-

5 EKEANYANWU, Lilian. “Nexo entre género y corrup-
ción ¿Mito o realidad?”. En Thiteux-Altschul, Monique. 
Género y Corrupción: las mujeres en la democracia partici-
pativa. Buenos Aires: Editorial Zorzal, 2010, p. 152.

punidad aquellos otros ilícitos penales. Y es que 
hay delitos que necesitan de la corrupción para 
prosperar[6].   

Otros hechos que dan luces sobre la posible exis-
tencia de corrupción en este caso son: 1) la falta 
de esclarecimiento de los homicidios, 2) las irre-
gularidades por parte del Estado en el proceso 
de investigación y procesamiento, 3) demora en 
el inicio de la investigaciones y la lentitud de las 
investigaciones, 4) la negligencia en el recojo de 
pruebas, y  5) ruptura de la cadena de custodia, 
entre otras. Y es que todas estas irregularidades, 
sumadas a la declaración de la madre de una de 
las víctimas en relación a que la joven asesinada 
tenía vinculación con un agente estatal, podrían 
llevar a sospechar de un conflicto de intereses 
entre los agentes encargados de la investigación 
quienes, por algún motivo, buscarían tal vez en-
cubrir al agente estatal involucrado. Esta hipótesis 
se ve reforzada por el hecho de que el Procurador 
habría ordenado armar el expediente y fabricar 
culpables, así como por el hecho de que no se 
investigó a ninguno de los funcionarios supues-
tamente responsables por las negligencias ocurri-
das. 

Por otro lado, otro aspecto del caso que vale la 
pena mencionar en tanto guarda relación con 
hechos de corrupción es la falta de transparencia 
por parte del Estado al no permitir que los fami-
liares de las víctimas tengan acceso al expediente. 
En el presente caso, era de vital importancia que 
las madres pudieran tener acceso al expediente 
con la finalidad de controlar de alguna manera la 
actuación y diligencia del Estado en la investiga-
ción del caso, sobre todo, teniendo en cuenta la 
lista de irregularidades que ya se venían llevando 
a cabo en contra de la dilucidación adecuada de la 
verdad de los homicidios. Es importante resaltar 
en este punto que los homicidios quedaron im-
punes por muchos años debido, en gran medida 
a la corrupción existente en Ciudad Juárez y en el 
Estado mexicano.

6 EKEANYANWU, Lilian. Ibidem, p. 161.
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Como puede apreciarse, el caso Campo Algodo-
nero es un claro ejemplo de cómo los actos de 
corrupción que probablemente el Estado haya co-
metido en el marco de las investigaciones de des-
apariciones y homicidios de mujeres en Ciudad 
Juárez solo refuerzan la cultura de discriminación 
de género y demuestra cómo las mujeres se ven 
afectadas de manera desproporcionada ante la 
corrupción. Y es que “los efectos de la corrupción 
en la mujer van más allá de su acceso limitado a 
los servicios sociales y los bienes públicos. Conside-
rando que las mujeres soportan formas múltiples 
de discriminación, ellas sufren mayor represión en 
sociedades dominadas por la corrupción.”[7]   

Finalmente, se suele creer que para evitar o re-
ducir los niveles de corrupción en instituciones 
públicas es necesario contratar personal femeni-
no, pues se presume que las mujeres son menos 
corruptas que los hombres. No obstante, es im-
portante tener en cuenta que, probablemente, se 
tiene dicha percepción de las mujeres debido a 
que históricamente ellas no han sido incluidas en 
cargos de poder o que impliquen toma de decisio-
nes relevantes.  De esta manera, la marginación 
sufrida por las mujeres alcanza, para bien o para 
mal, los círculos de corrupción en las cuales ellas 
no han podido participar debido a la exclusión 
previa en espacios de toma de decisión.

7 ICHRP. La perspectiva de género. Consejo Internacional 
de Políticas de Derechos Humanos. Ginebra. P. 63.

III. Impacto en sectores socioeconómicos de es-
casos recursos 

Otro grupo vulnerable es el correspondiente a los 
sectores socioeconómicos de escasos recursos, es 
decir, personas que viven en pobreza. Las condi-
ciones precarias de vida de este grupo supone la 
falta de oportunidades en diversos niveles: 

•	 Desigualdad de oportunidades en el acce-
so a educación de calidad

•	 Inequidad en el acceso a un sistema de sa-
lud de calidad 

•	 Desigualdad en el acceso a información 
sobre sus derechos

En general , las personas pobres en un Estado no 
cuentan con los recursos suficientes como para 
acceder a servicios que no solo satisfagan sus 
necesidades más básicas, sino que les brinden 
ventanas de acceso al verdadero desarrollo per-
sonal. Así, se puede afirmar que “la pobreza es un 
fenómeno social complejo y multidimensional que 
genera exclusión económica, cultural y política. 
Cualquier respuesta institucional para enfrentar la 
pobreza debe incorporar una estrategia para ata-
car cada uno de estos tres tipos de exclusión.”  [8]Sin 
embargo, la pobreza no solo se encuentra rela-
cionada con la insuficiencia de recursos. Existen 
prácticas culturales –asentadas o enraizadas en la 
sociedad- que promueven o facilitan la discrimi-
nación contra determinados grupos o minorías. 
Dichas conductas culturales son un factor im-
portante que causa o que coadyuva a causar po-
breza. Estas prácticas enraizadas en una cultura 
se manifiestan en el actuar privado y también pú-
blico ya que los funcionarios públicos desempe-
ñan sus funciones bajo sus parámetros culturales 
propios de la sociedad a la que pertenecen. Ello 

8 GRUENBERG, Christian. Entre el clientelismo y la ciu-
dadanía: la gestión de programas sociales en Argentina. En: 
ZALAQUETT, José y MUÑOZ, Alex (Eds.).Trasparencia 
y Probidad Pública. Estudios de Caso de América Latina. 
Santiago: Centro de Derechos Humanos, Facultad de Dere-
cho, Universidad de Chile, 2008, p. 48.
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genera un contexto de discriminación estructural 
-manifestado en el funcionamiento cotidiano de 
las sociedades-. Cuando esta discriminación es-
tructural se arraiga en las instituciones públicas, 
el poder público deja de ser aplicado a todos por 
igual y, en consecuencia, las reglas para acceder a 
los servicios públicos dejan de aplicarse a todos 
los ciudadanos de manera equitativa, formándose 
canales paralelos. Este sistema paralelo es corrup-
ción que excluye mucho más a las personas po-
bres. En tanto los servicios y bienes que el Estado 
debe proveer se vuelven transables o vendibles, 
solo podrán tener acceso a ellos quienes tengan 
recursos para poder pagar los sobornos requeri-
dos para gozar de servicios públicos. 

La corrupción perpetúa la exclusión de grupos 
como los pobres y los mantiene en dicha condi-
ción pues, ante la necesidad de tener que pagar por 
servicios básicos, disponen de los pocos recursos 
o del precario patrimonio que tienen para poder 
pagar sobornos y sobrevivir. Peor aún, cuando se 
trata de personas en situación de extrema pobre-
za, ellas no cuentan con ninguna ventana de ac-
ceso a dichos servicios y bienes captados por las 
instituciones ya corruptas, pues no cuentan con 
recursos para pagar los sobornos requeridos. Los 
servicios y bienes a los que estas personas ya no 
tendrán acceso son solo manifestaciones concre-
tas de los derechos de los que dichos ciudadanos 
deberían poder gozar de manera efectiva. Enton-
ces, la pobreza pasa de ser la simple privación de 
ingresos, a la privación de capacidades. Esto, en 
tanto “la realización de los derechos (fundamenta-
les, humanos) implica la posibilidad de desarrollar 
plenamente las capacidades de cada persona.”[9]  
Pero en una sociedad con una cultura de corrup-
ción, la pobreza se reproduce y mantiene pues los 
ciudadanos no pueden desarrollar sus capacida-
des si no tienen el goce efectivo de sus derechos 
más básicos. 

Un ejemplo actual de cómo la corrupción afecta 
directamente a las personas de recursos socioe-

9 GRUENBERG, Christian. Ibidem, p. 48. 

conómicos bajos, es el caso “Trabajadores fantas-
ma del Callao”. En resumen, se descubrió en el 
mes de mayo del presente año que el municipio 
del Callao había pagado más de ocho millones 
de soles a supuestos proveedores y trabajadores 
que habrían proveído bienes y prestado su mano 
de obra, respectivamente, para la elaboración de 
obras municipales. No obstante, se descubrió que 
dichos proveedores y trabajadores no existieron y 
que el dinero destinado a su pago se desembolsó 
gracias a la fabricación de recibos por honorarios 
falsos. Se falsificaron los recibos por honorarios y 
las firmas de cientos de ciudadanos que no nun-
ca habían prestado servicios ni trabajado para la 
municipalidad del Callao. Ahora, debido a la uti-
lización fraudulenta de su RUC, muchas de esas 
personas tienen deudas por montos muy eleva-
dos con la SUNAT. Entre las cientos de personas 
afectadas se encuentra un lustrador de calzado y 
una vendedora de huesitos broaster. Ambos per-
ciben como único sueldo un monto mensual de-
pendiendo de la cantidad de clientela que tengan. 
Además, no cuentan con instrucción primaria 
completa. Ellos no tenían conocimiento de la fal-
sificación de sus firmas y recibos por honorarios y 
ahora deben mucho dinero a la SUNAT. Lo poco 
que perciben de ganancia por el trabajo ambu-
lante que realizan tendrá que ser posiblemente 
destinado a cubrir la deuda tributaria que tienen. 
Entonces, su derecho a un nivel de vida adecuado 
–vida digna- y su derecho a la propiedad, entre 
otros, se encuentran directamente vulnerados por 
funcionarios del Estado. 

Pues bien, resulta necesario adoptar un enfoque 
de derechos humanos para la creación de polí-
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ticas públicas y, en general, que rija la actuación 
de las instituciones del Estado y sus funcionarios. 
Dicho enfoque implicaría “cambiar la lógica de la 
relación entre el Estado (…) y los futuros beneficia-
rios de las políticas. Ya no se trata solo de personas 
con necesidades que reciben beneficios asistenciales 
o prestaciones discrecionales, sino de titulares de 
derechos que tiene el poder jurídico o social de exi-
gir del Estado ciertos comportamientos.” [10]

IV. Impacto de la corrupción en los derechos de 
los niños y niñas 

Uno de los principales -sino el más importante- 
canales de desarrollo para los niños y niñas es la 
educación. Cuando las prácticas corruptas inter-
fieren con las actividades de dicho sector, la dis-
ponibilidad de la educación se ve lesionada. Con 
respecto a la disponibilidad de la educación, se ha 
señalado lo siguiente:

“La disponibilidad exige a los Esta-
dos que aseguren la educación pri-
maria gratuita y obligatoria para 
todos, mientras que la educación 
secundaria y superior debe estar 
disponible y accesibles para todos a 
través de la introducción progresiva 
de la educación gratuita. Además, 
la provisión de los programas y de 
las instituciones educacionales debe 
ser adecuada y (…) deben estar 
equipados con lo que necesiten para 

10 ABRAMOVICH, Víctor. Una aproximación al enfoque 
de derechos en las estrategias y políticas de desarrollo”. 
Revista de la CEPAL 88, Abril 2006, p. 40.

funcionar (Edificios, maestros entre-
nados, bien pagados, materiales de 
enseñanza, higiene, agua potable, 
etc.).”[11]

La corrupción que afecta el sector educación pue-
de manifestarse a través de prácticas como co-
lusión en las licitaciones para la construcción o 
renovación de colegios y centros educativos, des-
falco de fondos, cobros ilegales por las matrículas, 
fraude en los exámenes, exigencia de sobornos 
para la admisión de alumnos e incluso se le pue-
de exigir a los padres que compren materiales de 
enseñanza a determinadas editoriales o tiendas. 

Cuando funcionarios corruptos exigen estos re-
querimientos indebidos a los padres de familia a 
cambio de que los niños y niñas puedan ingresar 
a estudiar a un colegio, se lesiona directamente 
el acceso a la educación. Y es que “en tales casos 
el acceso a la educación no se basa en la igualdad 
sino en la capacidad para pagar el soborno, lo que 
equivale a un acto de discriminación y coloca en 
especial a los grupos vulnerables en desventaja 
puesto que ellos son los que menos pueden sufragar 
esos gastos.”[12]

Otro ámbito en el que los derechos de las niñas y 
niños pueden verse vulnerados por actos de co-
rrupción es el tráfico infantil. Un factor que facili-
ta el tráfico de infantes es la corrupción existente 
en las fronteras y también en las oficinas de con-
trol de los medios de transporte. Por ejemplo, si el 
Estado, debido a prácticas corruptas, no controla 
o vigila que las empresas de transporte exijan que 
los niños viajen con su documento de identidad y 
con el permiso notarial otorgado por los padres, 
entonces el riesgo de que muchos niños y niñas 
sean víctimas de secuestro y tráfico de personas 
se incrementa. Este riesgo se reduciría en cierta 
medida si el Estado velara porque todos los infan-
tes cuenten con un documento de identidad en 
primer lugar. En relación al derecho a la identidad 
de las niñas y niños, se ha indicado que:

11 CIEDH. Op. Cit, p. 64
12 CIEDH. Ibidem, p. 64.
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“Todos los niños tienen el derecho 
a preservar su identidad, incluyen-
do la nacionalidad, el nombre y las 
relaciones familiares (CDN, artículo 
8). En los casos de adopciones co-
rruptas entre países, para eliminar 
las huellas de un procedimiento ile-
gal, los implicados pueden borrar las 
pruebas de la línea familiar del niño, 
sus raíces étnicas y su historial médi-
co. La corrupción en las adopciones 
entre países facilita la comercializa-
ción de los niños con todos los ries-
gos y los abusos que esto conlleva.”[13]

Puede apreciarse entonces que la corrupción sig-
nifica un gran riesgo para los niños y niñas, con 
mayor razón si ellos y ellas a su vez pertenecen o 
crecen dentro de otro grupo vulnerable como lo 
es el de personas pobres. 

V. Conclusiones

1.	  Perú es un país donde existe una cultura de 
corrupción que explica el alto porcentaje de 
tolerancia a la corrupción que existe entre los 
ciudadanos peruanos. Esta tolerancia e indi-
ferencia frente a los actos irregulares del go-
bierno y frente a las consecuencias que estos 
generan en las poblaciones más vulnerables 
del país son muestra de la existencia de dis-
criminación estructural en Perú. 

2.	 En países donde la discriminación es es-
tructural (que caracteriza el modo de fun-

13 CIEDH. Ibidem, p. 12.

cionamiento cotidiano de una sociedad), 
las desigualdades que sufren los grupos más 
oprimidos se perpetúan y dichos ciudadanos 
se mantienen en el subdesarrollo. El proble-
ma de la desigualdad no solo se refleja en 
la falta de recursos económicos sino, sobre 
todo, en la falta de ventanas y espacios de 
desarrollo de buena calidad. Cuando no hay 
recursos económicos, difícilmente se puede 
acceder a educación de calidad -al menos en 
Perú- y, sin esta, los niños, niñas y jóvenes no 
tendrán las mismas oportunidades de cono-
cer cuáles son sus derechos y acceder a infor-
mación que les permita exigir el respeto de 
aquellos al Estado. 

3.	 Se requiere, sin duda, una ciudadanía ilus-
trada. Solo así los ciudadanos pueden em-
poderarse y hacer valer sus derechos. Una 
manera muy importante de exigir al Estado 
que responda acerca del cumplimiento de 
sus obligaciones en materia de respeto y ga-
rantía de derechos humanos es la rendición 
de cuentas o accountability. La rendición de 
cuentas puede ser vista como derecho fun-
damental -relacionado directamente al dere-
cho de acceso a información pública-, pero 
también como obligación del Estado de dar 
cuenta del cumplimiento de su responsabi-
lidad para con los ciudadanos al servicio de 
los cuales se encuentra. De hecho, la razón de 
ser de la accountability y de la transparencia 
es justamente el hecho de que el Estado esté 
al servicio de los ciudadanos y, por ello, no 
pueda, en principio, ocultar ningún tipo de 
información respecto de cómo administra y 
gestiona el poder que le ha sido encomenda-
do por la ciudadanía. 

4.	 De esta manera, que el acceso a información 
supone poder acceder a oportunidades -de 
conocer nuestros derechos- para equiparar 
las desigualdades existentes. Y es que una 
democracia -como la que en teoría se vive 
en Perú- implica por definición un diálogo 
racional donde todos los que se vayan a ver 
afectados por las decisiones puedan partici-
par de la toma de estas. Dicha participación 
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solo podrá darse en condiciones de igualdad: 
igualdad de información pero también igual-
dad de condiciones en el sentido de que to-
dos podemos opinar y poner nuestras razo-
nes heterogéneas sobre la mesa de discusión. 
Al respecto, se puede afirmar lo siguiente:

“(…) la participación política nece-
saria en el marco de un proceso de-
mocrático va más allá de la existen-
cia de un sistema institucionalizado 
de elecciones periódicas y limpias. 
Es fundamental que haya la posibi-
lidad de ejercer algunos otros dere-
chos que son en cierto modo requisi-
tos para que un proceso democrático 
funcione con alguna regularidad: el 
derecho de asociación y de reunión, 
la libertad sindical, la libertad de 
expresión y el derecho de acceder a 
información, entre otros. La posibi-
lidad real de poner en práctica tales 
derechos determinará que los secto-
res más pobres puedan influir en los 
procesos políticos y en la orientación 

de las decisiones gubernamentales 
(…).”[14]

5.	 El disenso, está permitido en una verdade-
ra democracia. Y, para que una democracia 
se entienda como genuina, el Estado debe 
garantizar el respeto de los derechos funda-
mentales de sus ciudadanos. 

6.	 Entonces, la rendición de cuentas y el deber 
de transparencia que tienen los Estado es 
requisito fundamental para que los ciuda-
danos puedan debatir y participar de dicho 
diálogo –diálogo entre pares y también entre 
sociedad y autoridades-. Si la ciudadanía no 
exige la rendición de cuentas, las autoridades 
tendrán mayores campos de actuación donde 
pueden darse irregularidades y corrupción y, 
si allí donde hay corrupción, es muy proba-
ble que se estén vulnerando derechos huma-
nos de personas vulnerables. 

14 ABRAMOVICH, Víctor. Op. Cit, pp. 45-46.
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Sentencia de la Sala Penal Transitoria 
de la Corte Suprema de Justicia de la 
República, recaída en el RN N° 2068-2012

La presente sentencia aborda el caso de Guiller-
mo Rengifo Sandoval (exgerente de logística de la 
Corporación Peruana de Aeropuertos y Aviación 
Comercial Sociedad Anónima –CORPAC) y Luis 
Alberto Battistini Del Águila (ex-jefe del área de 
Adquisiciones de Bienes y Servicios de CORPAC y 
presidente del Comité Especial Permanente de Ad-
quisiciones), quienes habrían favorecido a la em-
presa V&M Servicios Generales en ocho procesos 
de adquisición de menor cuantía convocadas por 
CORPAC durante el año 2004. 

La empresa V&M, de propiedad de los señores 
Miguel Toledo Manrique y Víctor Hugo Hernán-
dez, no cumplía con los requisitos mínimos esta-
blecidos para participar en dichos procesos, como 
encontrarse inscrito en el Registro Principal de 
Proveedores de CORPAC, o haber contratado an-
tes con el Estado. Ante dicha situación, Rengifo y 
Bettistini inscribieron a “V&M” en el mencionado 
registro, favoreciéndola posteriormente en ocho 
procesos de adquisición de repuestos de cómputo 
valorizados en un monto aproximado de diez mil 
dólares. 

Al extenderse durante ocho años las investigacio-
nes por la presunta comisión del delito de nego-
ciación incompatible, se emitió un auto en virtud 
del cual se declaró extinguida la acción penal. Ante 
ello, el procurador público adjunto especializado 
en delitos de corrupción interpuso recurso de nu-
lidad en contra de la referida resolución. Según el 
procurador, debía aplicarse el último párrafo del 
artículo 80 del Código Penal, el cual señala que el 

plazo de prescripción se duplica en casos de de-
litos de corrupción cometidos por funcionarios 
públicos contra el patrimonio del Estado. A pesar 
de dicho argumento, la Sala Penal Transitoria de 
la Corte Suprema de la República desestimó el re-
curso, pues según su interpretación, la dúplica en 
el plazo de prescripción solo sería aplicable ante la 
comisión de delitos de corrupción que se encuen-
tren vinculados directamente con el patrimonio 
del Estado, característica que no compartiría el 
delito de negociación incompatible.

A continuación, los extractos más relevantes de la 
referida sentencia:

“Que, conforme al Acuerdo Plenario 
número uno guion dos mil diez guion 
CJ guion ciento dieciséis, del dieci-
séis de noviembre de dos mil diez, la 
aludida disposición de la Parte Ge-
neral se orienta al Capítulo II, Título 
XVIII, del Libro Segundo del Código 
Penal. Empero, no todos los delitos 
allí comprendidos tienen conteni-
do patrimonial, por lo que en cada 
tipo legal se tiene que analizar si se 
cumple con el presupuesto establecido 
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para prolongar el plazo de prescrip-
ción en función a la afectación de los 
bienes jurídicos tutelados vinculados 
directamente con el patrimonio pú-
blico”.

“El delito de negociación incompati-
ble es uno de peligro, que no exige la 
irrogación de un perjuicio patrimo-
nial concreto a la Administración Pú-
blica, por lo que basta la inobservan-
cia de la imparcialidad requerida por 
la norma penal – importa un adelan-
tamiento de las barreras del derecho 
penal con el objeto de prevenir que el 
funcionario o servidor público aten-
te contra el patrimonio estatal apro-
vechándose de la función pública-. 
Lo que se tutela en este delito es, por 
consiguiente, la imparcialidad de los 
funcionarios en la toma de decisiones 
propias en estricta relación a la fun-
ción pública que desarrollan, evitan-
do así cualquier tipo de interferencia 
indebida o parcialidad ajenas al inte-
rés de la Administración Pública”.

“Siendo así, por su propia configura-
ción e, incluso, por su ubicación en la 
Sección IV referida a los delitos de co-
rrupción de funcionarios, es un tipo 
legal que no protege directamente el 
patrimonio del Estado, por lo que no 
es parte in fine del Código Penal”.

Sobre el delito de negociación incompatible

Conforme al artículo 399° de nuestro Código Pe-
nal, el delito de negociación incompatible sanciona 
al funcionario público que “indebidamente en for-
ma directa o indirecta o por acto simulado se inte-
resa, en provecho propio o de tercero, por cualquier 
contrato u operación en que interviene por razón de 
su cargo”.  

Con respecto al bien jurídico penalmente protegi-
do, debemos afirmar que el delito de negociación 
incompatible atenta contra la imparcialidad de la 
función pública en el contexto de una contratación 
u operación pública. La protección de este bien ju-

rídico es reconocido por nuestro Tribunal Cons-
titucional que en su sentencia N° 00017-2011-PI/
TC afirmó que entre los principios constituciona-
les que rigen la contratación pública se encuentran 
“la transparencia en las operaciones, la libre compe-
tencia y el trato justo e igualitario a los potenciales 
proveedores”[1]. 

Por otro lado, de la descripción del tipo penal se 
desprende que su comisión no exige concertación 
alguna con el particular al cual finalmente se favo-
rece, por lo que el delito de negociación incompati-
ble tendría naturaleza unilateral. Ello lo diferencia 
del delito de colusión, puesto que “(…) la colusión 
sanciona la bilateralidad en un acuerdo, donde los 
intereses personales (tanto del servidor público como 
el particular) se superponen al interés prestacional o 
comunitario que el Estado representa (…) [El delito 
de negociación incompatible] a diferencia del de co-
lusión no exige concertación, es decir, no se requiere 
bilateralidad (…)”[2].

Dicho interés (unilateral) se manifestaría cuando 
el funcionario demuestre algún grado de interven-
ción en los contratos públicos que tiene bajo su 
cargo. Así pues, “tal interés significa que el agente 
público por razón de su cargo funcional actúa en los 
contratos u otras operaciones mostrando un interés 
propio y particular, ya sea proponiendo, toman-
do una decisión o teniendo injerencia en todos los 
actos administrativos necesarios para conseguir los 
resultados en la contratación, con tendencia a un be-
neficio propio o a favor de un tercero”[3]. Ello supo-
ne la intervención del sujeto activo no solo como 
funcionario público, sino también mostrando un 
interés particular y personal.

1 Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Exp. 
N° 00017-2011-PI/TC del 3 de mayo de 2012. Disponible 
en: <http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2012/00017-2011-
AI.pdf>. Consulta: 1 de setiembre de 2014.
2 Exp. 183-2011, sentencia emitida por la Sala Penal de 
Apelaciones de Lima el 8 de febrero de 2013.En: GUIMA-
RAY MORI, Erick (Editor). Compendio jurisprudencial 
sistematizado. Prevención de la corrupción y justicia penal. 
Lima: Idehpucp-Open Society, 2014., p.115.
3 Exp. 30-2010, sentencia emitida por la Primera Sala Penal 
Liquidadora de Lima el 7 de noviembre de 2011. Ibid., p. 
118.
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Por la forma en la que describen los hechos, se 
aprecia claramente el interés indebido que Rengifo 
y Battistini procuraron en favor de V&M. Según la 
sentencia, ambos funcionarios:

“inscribieron a la aludida empresa en 
el Registro Principal de Proveedores 
de CORPAC pese a que nunca contra-
tó con el Estado, omitieron comunicar 
las contrataciones y Adquisiciones del 
Estado, CONSUCODE y a la Comi-
sión para la Promoción de la Pequeña 
y Micro Empresa, PROMPYME, no 
ejercieron el control posterior de las 
adquisiciones realizadas y autoriza-
ron diversas órdenes de compra para 
la adquisición de repuestos de cómpu-
to sin cumplir los procedimientos le-
galmente establecidos para la adqui-
sición de bienes de menor cuantía”. 

Según la sentencia, el delito de negociación incom-
patible es un delito de peligro que “importa un ade-
lantamiento de las barreras del derecho penal con 
el objeto de prevenir que el funcionario o servidor 
público atente contra el patrimonio estatal”. El in-
teresarse indebidamente sería una conducta que 
por sí misma afecta la imparcialidad en el ejercicio 
de la función pública. Por tanto, no se requeriría 
de un resultado lesivo contra el patrimonio esta-
tal. Como veremos más adelante, no es necesaria la 
afectación del patrimonio público para la comisión 
de los delitos de corrupción, se trata más bien de la 
afectación de los principios que rigen y orientan el 
correcto ejercicio de la función pública.

Si bien es cierto que podría cuestionarse si tales 
conductas realmente se realizaron de manera uni-
lateral y que por tanto no habría existido acuerdo 
con los representantes de V&M, tal vez la dificul-
tad de demostrar el acuerdo entre los funcionarios 
y particulares en el proceso de adjudicación, o la 
falta de otros elementos sintomáticos del delito de 
colusión, hicieron que se opte por acusar por la co-
misión del delito de negociación incompatible. 

Más allá de esta apreciación, resulta de especial in-
terés si resulta aplicable o no  lo estipulado en el úl-
timo párrafo del artículo 80° del Código Penal, en 
relación con la dúplica del plazo de prescripción en 

el caso de delitos de corrupción cometidos contra 
el patrimonio estatal. 

Sobre la aplicación de la dúplica del plazo de 
prescripción en el caso concreto

Según el último párrafo del artículo 80° del Código 
Penal: “en casos de delitos cometidos por funciona-
rios y servidores públicos contra el patrimonio del 
Estado o de organismos sostenidos por éste, el plazo 
de prescripción se duplica”. Dicho precepto tiene 
asidero en nuestra constitución Política, ya que se-
gún su artículo 41°: “[e]l plazo de prescripción se 
duplica en caso de delitos cometidos contra el patri-
monio del Estado”. ¿Este artículo puede ser aplica-
do solo en aquellos delitos de corrupción que se 
vinculan directamente con el patrimonio público?

El Acuerdo Plenario N° 1-2010, acoge una interpre-
tación restrictiva, delimitando la aplicación de la 
dúplica del plazo de prescripción a aquellos delitos 
de corrupción que protegen el patrimonio público. 
De esta manera, se descartan aquellos tipos penales 
que “(…) sólo afectan el correcto funcionamiento de 
la Administración Pública propiamente dicha, vul-
nerando el ejercicio de funciones y servicios públicos 
bajo pautas de corrección y sometimiento a la lega-
lidad, la observancia de los deberes del cargo como 
empleo, regularidad y desenvolvimiento normal de 
tal ejercicio, el prestigio y dignidad de la función, 
la imparcialidad en el desenvolvimiento decisional 
(…)”[4]. Asimismo, el Acuerdo Plenario establece 
tres requisitos para la aplicación de la dúplica del 
plazo de prescripción: (i) Que exista una relación 
funcionarial entre el servidor público y el patrimo-
nio del Estado[5]; (ii) Que el funcionario ejerza o 
pueda ejercer actos de administración, percepción 
o custodia sobre bienes públicos[6] y (iii) Pueden 
delegarse el ejercicio de tales funciones a través de 
una orden administrativa o una disposición ver-
bal[7]. 

Conforme a lo señalado en líneas precedentes, el 
delito de negociación incompatible afecta la impar-

4 Acuerdo Plenario 1-2010/CJ-116, fundamento 14.
5 Acuerdo Plenario 1-2010/CJ-116, fundamento 15.
6 Acuerdo Plenario 1-2010/CJ-116, fundamento 16.
7 Acuerdo Plenario 1-2010/CJ-116, fundamento 17.
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cialidad de la función pública. Además, no requie-
re de una relación directa entre el funcionario y los 
recursos públicos para su comisión, por lo que si-
guiendo lo establecido por el Acuerdo Plenario, no 
debería duplicarse el plazo de prescripción.

Sin embargo, podemos realizar dos cuestiona-
mientos a lo señalado por el Acuerdo Plenario: (i) 
los delitos de corrupción vinculados a los caudales 
públicos (delitos como peculado y malversación 
de fondos, por ejemplo) no necesariamente gene-
ran perjuicio patrimonial para el Estado, y (ii) los 
otros delitos de corrupción que no participan de 
dicha característica sí podrían ocasionar un detri-
mento al patrimonio estatal.

Un ejemplo sobre la primera afirmación sería el 
caso de un funcionario público que se apropia de 
los caudales públicos que se le encomiendan en ra-
zón del cargo y que, luego de utilizarlo en beneficio 
personal, devuelve el íntegro del dinero sin generar 
perjuicio alguno en los balances generales. Si bien 
es cierto que no se ha producido detrimento patri-
monial en el citado ejemplo, nadie dudaría que se 
ha cometido el delito de peculado. Ello también 
nos permite afirmar que el perjuicio patrimonial 
constituye uno de los posibles resultados que 
genera la comisión de los delitos de corrupción, 
por lo que para aplicar correctamente el último 
párrafo del artículo 80° del Código Penal deberá 
verificarse la presencia efectiva del mismo.  

Con respecto a la segunda afirmación, cabe pre-
guntarse desde el caso que analizamos, si la co-
misión del delito de negociación incompatible 
podría generar un perjuicio patrimonial al Esta-
do. Si bien es cierto que el delito de negociación 
incompatible atenta contra la imparcialidad 
en el ejercicio de la función pública, podemos 
señalar que en el caso concreto ha significado, 
además, el desembolso de una suma superior a 
los diez mil dólares por parte del Estado como 
pago a V&M por la adquisición de repuestos 
de cómputo. Podría argumentarse así la exis-
tencia del perjuicio.

De aplicarse el último párrafo del artículo 
80° CP al presente caso, el plazo de prescripción 

se extendería hasta los catorce años, por lo que la 
acción penal aun no habría prescrito. Salvo, claro 
está y como bien señala la sentencia que comen-
tamos, respecto de los extraneus, para quienes la 
extensión del plazo de prescripción no se aplicaría, 
pues este se fundamenta en la condición especial 
que ostentan los funcionarios públicos.

Queda claro entonces que cualquier delito de co-
rrupción puede afectar el patrimonio del Estado 
sin que sea necesario que se presenten los requisi-
tos establecidos por el Acuerdo Plenario. La afec-
tación del patrimonio debe ser considerado como 
uno de los posibles resultados que se generan tras 
la comisión de los delitos de corrupción, mas no su 
presupuesto, por lo que dicho resultado deberá co-
rroborarse para la posterior aplicación del último 
párrafo del artículo 80 del Código Penal. 
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En la presente sección de este Boletín informativo el lector podrá 
encontrar noticias de casos graves de corrupción ocurridos en 

otros países del mundo, a los cuales los medios de comunicación 
internacionales les han dado suma relevancia. 

Porque no solo pasa en el Perú…

Vicepresidente argentino suma una nueva 
denuncia por presunta corrupción

La acusación es por “violación de los deberes de 
funcionario público” en referencia a supuestas irregu-
laridades en la licitación para la construcción de 484 

viviendas y dos escuelas en el municipio de la Costa, en 
la provincia de Buenos Aires.

Seguir leyendo en... http://j.mp/vicepresidentedenuncia

China sancionó a 84.000 altos funcionarios 
por corrupción

La campaña anticorrupción que el Gobierno chino 
ha emprendido desde la llegada de Xi Jinping a la 

presidencia ha tenido como consecuencia sanciones a 
más de 84.000 altos cargos del régimen comunista en 

la primera mitad de este año.
Seguir leyendo en... http://j.mp/funcionarioschinos

Sentencian a prisión por corrupción a  
primera mujer gobernadora en Indonesia

Un tribunal indonesio sentenció a cuatro años de 
cárcel por cargos de corrupción a Ratu Atut Chosiyah, 
quien en 2006 fue electa gobernadora de la provincia 
de Banten. Fue imputada por intento de soborno al 
por entonces jefe del Tribunal Constitucional, Akil 

Mochtar, para que este intercediera en favor de uno de 
sus asociados en una disputa electoral.

Seguir leyendo en... http://j.mp/corrupcionindonesia

México arremete contra la corrupción en el 
sector educativo con el “abusómetro”

Activistas mexicanos se oponen a la corrupción en la edu-
cación con una iniciativa llamada “abusómetro”, un conta-
dor del dinero malgastado y robado que podría utilizarse 

para aumentar salarios, construir escuelas y equiparlas 
como es debido.

Seguir leyendo en... http://j.mp/mexicoabusometro


